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JUSTIFICACIÓN


Las reformas constitucionales en materia de seguridad pública y justicia penal, publicadas el 18 de junio del presente año en el Diario Oficial de la Federación, son trascendentales para el país, y de manera fundamental impactan significativamente en las Entidades Federativas y en el ámbito federal.

El nuevo marco constitucional impone la obligación a toda la república de crear y reformar leyes tanto en el ámbito federal, como en los locales, para transformar el sistema de justicia penal y aspectos torales de la función del Estado en materia de seguridad pública.

El Decreto modificatorio de la Constitución Federal, en sus artículos transitorios segundo, quinto y séptimo, señala distintos plazos para que la Federación y las entidades federativas que no hayan adoptado el nuevo sistema procesal penal, lleven a cabo las reformas legales correspondientes para adecuarlas a las reformas constitucionales aprobadas, plazos que serán de ocho años para establecer el sistema procesal penal acusatorio, de tres años para instaurar el nuevo sistema de reinserción social y el régimen de modificación y duración de penas, y de un año para incorporar las disposiciones relacionadas con el Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Ante la existencia de diversas experiencias e interpretaciones acerca de cómo deben instrumentarse las reformas constitucionales, el presente documento pretende servir de base para generar en la CONAGO el análisis y la reflexión en torno a cada uno de los rubros temáticos que contiene la propia reforma, con el propósito de homogeneizar criterios en cuanto a los requerimientos para realizar los diseños legislativos e institucionales, de infraestructura y de capacitación que se requerirán, en función de los tiempos en que estos aspectos deberán implementarse, con el fin de que los Estados avancemos de acuerdo con nuestras propias particularidades, en la instauración del nuevo sistema de justicia penal y en las funciones de seguridad pública.
CONSIDERACIONES GENERALES

La justicia penal y la seguridad pública son los grandes temas sobre los que versa la reforma constitucional, y en un Estado de derecho debe haber sistematización y armonía entre las normas fundamentales y las secundarias que se establezcan, para regular las funciones de los Poderes y las garantías y derechos de las personas en los procedimientos de orden público, en los que participan.

Debemos reconocer que las funciones del Estado en materia de seguridad pública y los problemas de la criminalidad que se presentan en todo el país, sean de la competencia de las autoridades federales o de las locales, constituyen procesos y fenómenos que tienen diversas dimensiones, dinámicas y comportamientos, los cuales están determinando múltiples acciones en los distintos niveles de autoridad, de luchas y enfrentamientos con la delincuencia en toda la república, y todo ello conduce a imponer modalidades de mayor o menor carácter en la Constitución, en las leyes secundarias, en la política y en las acciones concretas que se realizan en cada entidad, por lograr la seguridad pública.  

La problemática que significa la delincuencia organizada y la comisión de delitos de alto impacto social, y asimismo, las políticas y acciones del gobierno federal, de los Estados y de los municipios, la situación real de las mismas, sus requerimientos y los grados de eficacia o ineficacia en relación con los fenómenos de la delincuencia, nos arrojan elementos que permiten entender el por qué o los motivos de los nuevos textos constitucionales, en cuya esencia se encuentra el gran tema de la seguridad pública, pero además,  permiten visualizar desde esa óptica, cómo es que, por razones que conciernen en lo esencial a la seguridad pública, se imponen modalidades y restricciones a aspectos sustanciales del nuevo sistema de justicia penal.

Así, se observa que por una parte se establecen los principios rectores para todo proceso penal, como el acusatorio y la presunción de inocencia, y por otra parte, se regula como régimen de excepción, el relativo a la delincuencia organizada; por una parte, se anuncia como regla general que todo inculpado permanecerá en libertad para enfrentar el proceso que se le siga, hasta el dictado de la sentencia, regulando la prisión preventiva como excepción cuando se den algunas de las situaciones de riesgo que indica la Constitución, pero por otra parte, se establece la prisión preventiva por determinación judicial oficiosa, en los casos de delincuencia organizada y de múltiples delitos graves que ahora señala la Constitución; asimismo, se autoriza transitoriamente por un período de hasta ocho años, el arraigo para los delitos graves.

Todo lo anterior significa que es necesario reconocer que la justicia penal y la seguridad pública son los dos grandes temas, en los que se debe procurar la sistematización al establecer las leyes secundarias, advirtiendo que hay aspectos de la seguridad pública que se tensionan o friccionan con cuestiones relevantes del nuevo sistema de enjuiciamiento penal, lo cual debe tenerse presente en la creación y reforma a las leyes secundarias.

Las cuestiones del nuevo sistema penal y las de la seguridad pública, constituyen procesos en evolución, por lo que advertimos como sucede en diversos países y también en entidades de la república, que sobrevienen procesos de cambios legislativos, que pueden calificarse como de reacción ante las situaciones que se presentan en el comportamiento de los nuevos sistemas de enjuiciamiento penal, y de los problemas de seguridad pública. 

Para aplicar la reforma constitucional, por cuestión de orden lógico, es pertinente señalar que se requiere la realización del diseño de leyes secundarias en los diversos rubros implicados en la reforma, y todo el trabajo concerniente a la implementación para que inicie la operación del nuevo sistema de justicia penal en armonía con las funciones de seguridad pública.  

En razón de lo anterior, en el siguiente apartado de este documento se expresan múltiples puntos que se estiman esenciales para ser considerados en la labor de diseño de las leyes secundarias relativas al nuevo sistema de justicia penal, y posteriormente se ponen de relieve aspectos a considerar en cuanto a la implementación para la operación y aplicación de la reforma.

DISEÑO DE LA LEGISLACIÓN RELATIVA A LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Para cumplir las nuevas disposiciones constitucionales, no sólo se requiere una amplia y profunda información de normatividades establecidas en otros países y en diversos Estados de la república, sino que es de particular relevancia el conocimiento del comportamiento tanto de los nuevos sistemas de enjuiciamiento penal, como de las funciones de gobierno y problemáticas relativas a la seguridad pública, lo cual nos arroja elementos de juicio para a su vez, analizar las modalidades que se establecen en los procesos de reformas sucesivas concernientes a los dos grandes temas, el sistema de justicia penal y la seguridad pública.

Lo anterior no sólo es para efectos de información y de conocimiento de qué es lo que se ha regulado y qué es lo que sucede en diversos países o en los Estados de la república, sino que permite enriquecer los criterios con los que deben analizarse las múltiples reformas constitucionales, y proporciona además  instrumentos para razonar sobre las implicaciones de cada aspecto de la reforma, detectar aquéllos que son de diseñarse sin problemática que los circunde, y distinguirlos de las cuestiones en las que puedan presentarse previsiblemente tensiones o fricciones que sean generadoras de complicaciones o dilación de los procesos penales, o de afectaciones a la seguridad pública.

Entre los principales aspectos de las nuevas disposiciones constitucionales que requieren especial atención para el diseño de las leyes secundarias, están los relativos a los principios del nuevo proceso penal, por las modalidades que puedan establecerse para garantizar la consecución del fin del proceso, que es la de impartir justicia.

Así, en cuanto al principio de publicidad, en el diseño legal habrán de observarse los supuestos de excepción en razón de la protección a víctimas, testigos, a la intimidad de las personas y cuando sea necesario para garantizar la seguridad de jueces, ministerios públicos, defensores y asesores de las víctimas, máxime cuando se trate de situaciones de riesgo por delitos de delincuencia organizada y aquellos de alto impacto social, de carácter federal y locales.

En cuanto al principio de contradicción, es necesario tratar como tema relevante en el diseño de la ley secundaria, el que aparece en el artículo 20, apartado A, fracción III, la cual dispone que para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba aquéllas que hayan sido desahogadas en audiencia de juicio, con las excepciones y requisitos para admitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza requiera desahogo previo.  Esta nueva disposición es sumamente trascendente y requiere que en el diseño legal se reflexione sobre los diversos supuestos en que sea procedente recibir la prueba en forma anticipada, máxime que salvo los casos de delincuencia organizada que será de la competencia federal, en los procesos por todos los demás delitos del fuero federal y del fuero común, aun cuando sean de alto impacto social, sólo serán válidas las pruebas desahogadas en audiencia de juicio.  

Otro tema que es necesario tratar para el diseño de las leyes secundarias, corresponde al principio de concentración, para cuidar que no se sobrecargue el proceso y las audiencias con exigencias legales, que conlleven en la práctica a una realidad de situaciones, por las que en lugar de lograr la agilidad del proceso y el desahogo de diligencias y de pruebas en tiempos razonables, se compliquen las mismas contradiciendo este principio de concentración y los fines de impartir justicia en forma pronta, completa e imparcial.  En el diseño de normas procesales habrá que cuidar particularmente aquéllas que se refieran al desahogo de audiencias en las que además de que deba estar presente el juez, ministerio público, defensor e inculpado, también se requiera la presencia de la víctima y su asesor, testigos y peritos.

Un diverso tema a considerar para el diseño legal, corresponde al principio de continuidad, advirtiendo que las normas secundarias prevean con simplicidad y debida ordenación el desahogo de actos, diligencias y audiencias, sin incorporar supuestos o hipótesis por cuyo incumplimiento se dé lugar a violaciones procesales o a la suspensión o diferimiento de las audiencias.

En otros aspectos, interesa centrar la atención en diversas reformas constitucionales, que aportan temas relevantes para el diseño de las leyes secundarias, por su trascendencia a las garantías del inculpado, de la víctima y la seguridad pública.  Al respecto, se observan las nuevas disposiciones de los artículos 16 y 19 constitucionales, en las cuales, se exige para librar orden de aprehensión y el auto de vinculación a proceso, que se establezcan datos que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito, en lugar de hablar del “cuerpo del delito”, y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión, en lugar de “la probable responsabilidad del indiciado”.  Es un reto para las leyes secundarias identificar a qué se refiere la Constitución en los términos de los artículos 16 y 19 constitucionales, en cuanto a los hechos y la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión, a qué elementos del delito se refiere, si es menos que lo que se entiende por cuerpo del delito, o en qué forma debe interpretarse a partir de la consideración anunciada en relación con esa reforma, de que se reducen los estándares de prueba para librar la orden de aprehensión o emitir el auto de vinculación a proceso.

Por todo lo anterior, siendo la justicia penal y la seguridad pública los dos grandes temas de la reforma constitucional, no basta la información derivada de las constituciones y leyes de otros países o de diversas entidades de la república, es necesario el estudio y el diagnóstico del comportamiento de los procesos legislativos que se siguen generando en diversos países y entidades de la república que han adoptado el nuevo sistema de enjuiciamiento penal y la vinculación con las cuestiones de seguridad pública, que explican en mucho esos procesos.

En suma, se requiere la máxima reflexión y el cuidado en el  diseño de las leyes secundarias, porque si esto último se hace de manera inadecuada, puede traducirse en la generación de problemas procesales difíciles de resolver, de dilación de los juicios o complicaciones que dificulten llegar a la resolución final, y consecuentemente en mayores afectaciones a la víctima y a la seguridad pública que se nutra con suficiente información y con sentido de responsabilidad y de previsibilidad, establecerá la posibilidad de que las medidas de implementación conduzcan a aterrizar en una efectiva  aplicación de las reformas constitucionales.  

REQUERIMIENTOS PARA LA IMPLEMENTACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

De acuerdo con la reforma constitucional, se requiere no sólo el diseño de leyes secundarias, sino además, la implementación administrativa para la aplicación del nuevo sistema de enjuiciamiento penal y el fortalecimiento de las funciones de seguridad pública.  Esto implica la realización de un diagnóstico de necesidades que permitan dimensionar los costos presupuestales de todos y cada uno de los rubros implicados en la reforma. 

La implementación de las reformas constitucionales al igual que el diseño de las leyes secundarias, es tarea de gran dimensión que conlleva enormes exigencias de carácter presupuestal para el diseño normativo, institucional y organizacional a implementar; para la construcción de nuevos recintos adecuados en los que se ejercerán las nuevas funciones judiciales, ministeriales y de investigación, de defensoría al inculpado y asesoría a la víctima, y se aplicarán los procedimientos alternativos de justicia; para el equipamiento de la infraestructura y la adquisición de tecnología requerida para un ejercicio más eficaz de las funciones asignadas, así como para la capacitación a todos los actores que intervienen en el procedimiento penal. 

En razón de la complejidad de los aspectos constitucionales a reglamentar e implementar y de que las entidades federativas no cuentan con recursos presupuestales suficientes, la instrumentación de la reforma constitucional sólo podría hacerse en forma gradual, en la medida de los recursos que les sean asignados.   

Debemos ser claros al señalar que sólo con la aportación de recursos por parte de la Federación a las entidades de la república, que sean suficientes para sufragar cada uno de los rubros que implica la reforma constitucional, podrá concretarse la misma en los períodos mencionados y lograr los resultados esperados:  una ágil y efectiva procuración e impartición de justicia y el fortalecimiento de las funciones de seguridad pública de la Federación y de los Estados para revertir el fenómeno de la criminalidad y disminuir los índices de impunidad que padece la sociedad. 

Bajo tales consideraciones, se requiere el apoyo de la Federación a través de partidas presupuestales que se destinen a las entidades federativas para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos transitorios de las reformas constitucionales, que ordenan a las propias entidades prever en sus presupuestos para el ejercicio fiscal de 2009 y en los siguientes ejercicios anuales, las partidas que deberán destinarse a la instrumentación de la reforma constitucional. 

Por ello, con base en los diagnósticos respectivos, cuyo modelo metodológico estamos proponiendo, las Entidades Federativas debemos definir los rubros o aspectos de la reforma constitucional y en qué medida implicará la aplicación de recursos presupuestales; es decir, cuánto costará a cada Estado y  al conjunto de todos ellos, la instrumentación de la reforma constitucional, para poner en operación el nuevo sistema de justicia penal, y con base en lo anterior determinar cuáles serían los apoyos económicos concretos que deberá aportar el Gobierno Federal para poder afrontar este reto. 

De manera prioritaria debemos definir cuál será el costo de la instrumentación de aquéllos disposiciones constitucionales cuyo plazo el Decreto de reforma marca de un año, es decir, que deberán estar regulados y puestos en operación a más tardar el 19 de junio de 2009, así como el costo de la reglamentación de los aspectos en cuya implementación debemos avanzar para el próximo año, para promover la inclusión de las partidas correspondientes en los proyectos o iniciativas de presupuestos de egresos respectivos, asimismo deberá contemplarse, en ese mismo tenor, las disposiciones que ya entraron en vigor por no tener vacatio legis y que requieren de difusión y capacitación.

ALGUNOS RUBROS DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL CON IMPACTO PRESUPUESTAL

Los aspectos importantes de la reforma constitucional que deberán reglamentarse y ponerse en operación y que impactarán presupuestalmente son: la institución de un nuevo sistema procesal penal acusatorio y oral; el establecimiento de un sistema de medios alternativos de solución de controversias; la creación de un servicio profesional de carrera para los defensores públicos; la instauración de un nuevo sistema de protección de los derechos de las víctimas y ofendidos, la institución de un nuevo sistema de reinserción social y la ampliación de la impartición de justicia en lo que concierne a la duración y modificación de las sanciones penales; y un nuevo sistema de carrera y profesionalización de los elementos de las instituciones policiales.

La experiencia reciente de la integración del nuevo sistema de justicia para adolescentes, derivado de la reforma al artículo 18 constitucional, es clara muestra de que se necesita mucho más que la actualización de la legislación secundaria para armonizarla a las normas constitucionales vigentes; se requiere de los recursos presupuestales necesarios, con los cuales los Estados no cuentan en suficiencia, para la creación de todas las condiciones e instituciones adecuadas para la integración plena y efectiva de un nuevo sistema de justicia.

La instrumentación del nuevo sistema de justicia penal es una tarea compleja, en la que debe avanzarse con mucho cuidado y con criterios y lineamientos bien definidos, como lo evidencian los avances que tienen los Estados antes señalados, cuya experiencia y resultados, además de la obtenida en otras latitudes, debemos considerar en la formulación de los diseños normativos e institucionales y la instrumentación de las políticas y acciones más pertinentes y eficaces en tal sentido, si queremos que el nuevo sistema de justicia penal nos arroje los resultados esperados.

El establecimiento del sistema procesal penal acusatorio y oral es uno de los aspectos que requieren de cuantiosas inversiones, para la construcción de infraestructura y equipamiento adecuados, con el fin de que se realicen los procesos orales, con las características que menciona la reforma constitucional, ante la autoridad jurisdiccional.

De acuerdo con las particularidades territoriales y jurisdiccionales de cada Estado, deberán contar con los edificios adecuados para la procuración e impartición de justicia, por lo cual es primordial que en cada entidad federativa se defina el costo que representará la construcción de la infraestructura o adaptación de la existente, que sea necesaria para la instrumentación de este sistema procesal penal acusatorio y oral, así como el tiempo que se llevará para que puedan estar en condiciones de operación, lo cual determinará a su vez los tiempos para aplicar las reformas.  Por ello, se requiere la correspondiente previsión en los presupuestos para los ejercicios fiscales respectivos, tanto de los propios gobiernos estatales como del Gobierno Federal, de los recursos y partidas que se requieran y permitan ir avanzando en el objetivo de contar con la infraestructura y equipamiento adecuados.

Además, se requiere la creación de las plazas y las previsiones presupuestales para cubrir el funcionamiento de los nuevos jueces de control, de los jueces de juicio oral y personal de apoyo.
De acuerdo con el nuevo rol que desempeñará el Ministerio Público en el sistema procesal penal acusatorio, sobre todo en las tareas de investigación y aportación de pruebas para sustentar la acusación a las personas que probablemente cometieron un hecho delictivo, se requerirá de equipos de investigadores multidisciplinarios, así como equipamiento y tecnologías modernas para poder llevar a cabo las investigaciones con mayor eficacia. Los Estados debemos definir, de acuerdo con las características de los tipos delictivos y las pruebas que se requieren para su acreditación, las particularidades y perfiles de los equipos multidisciplinarios, así como las características del equipamiento y tecnologías que actualmente requiere la institución del Ministerio Público para cumplir con sus funciones en el nuevo marco constitucional vigente. También deberá estimarse el impacto presupuestal que ello implicará para las Entidades Federativas.

Las funciones del Ministerio Público en el nuevo contexto constitucional y del sistema nacional de seguridad pública, requerirá la profesionalización de los integrantes de las instituciones policiales y de los servicios periciales adscritos a aquél, para realizar con mayor eficacia las tareas de investigación delictiva. Respecto de los miembros de las instituciones de seguridad pública, la reforma constitucional señala como obligación que estén debidamente certificados para ingresar y permanecer dentro del sistema y de las instituciones de seguridad pública. Para llevar a cabo esta tarea, las Entidades Federativas debemos ponernos de acuerdo en los nuevos perfiles que deberán cumplir los integrantes de las instituciones de seguridad pública, en el marco de las directrices y lineamientos que emita el nuevo sistema nacional de seguridad pública. De acuerdo con ello, debemos realizar la evaluación de todo el personal que labora dentro de las instituciones señaladas, para determinar el tipo de capacitación y profesionalización que tiene, si ésta es la requerida o no, por el nuevo sistema de justicia penal a implementarse, lo cual nos permitirá determinar las necesidades de capacitación de conformidad con los nuevos perfiles exigidos y funciones a realizar, así como definir y formular los programas de capacitación respectivos cuya instrumentación nos debe conducir a la profesionalización y certificación de los integrantes que deberán permanecer dentro de los sistemas estatales de seguridad pública. 
En los diagnósticos que al respecto se realicen, se deberá estimar el costo de la evaluación y capacitación a implementarse, así como el costo de la depuración de las instituciones de seguridad pública de aquellos integrantes que no logren la profesionalización y certificación requeridos. 

Asimismo, los Estados debemos evaluar las necesidades y costos de capacitación de magistrados, jueces y demás funcionarios judiciales; agentes del Ministerio Público y secretarios de acuerdos; defensores de oficio, y demás personal que estarán involucrados en los nuevos procesos penales, para instrumentar los programas de capacitación correspondientes a fin de que tales funcionarios públicos conozcan a profundidad el contenido de las reformas constitucionales y la naturaleza del sistema procesal acusatorio y oral que se establezca en la legislación local respectiva, para que estén en posibilidad de cumplir eficazmente con las funciones que les corresponden dentro del nuevo sistema.

En cuanto a la defensoría pública, la reforma constitucional señala que tanto la Federación como las Entidades Federativas y el Distrito Federal deberán instituir un servicio profesional de carrera para los defensores de oficio; asimismo, que las percepciones que éstos reciban se homologuen a la que corresponde a los agentes del Ministerio Público, a fin de garantizar un servicio de defensoría pública de calidad. A ese efecto debemos también propugnar por la unificación de criterios para establecer un servicio de defensoría pública uniforme en todo el país, considerando que algunos Estados tienen diferentes categorías y niveles tanto de agentes del Ministerio Público como de defensores de oficio. La instrumentación de este servicio y la homologación salarial tendrá un costo que deberá presupuestarse en función de las necesidades que tenga cada Estado y el número de defensores de que dispongan, cuya planta en algunos casos se incrementó debido a la necesidad de contar con nuevos defensores especializados en justicia para adolescentes, derivado de la reglamentación del artículo 18 constitucional en esta materia.

La regulación en la ley secundaría y la instrumentación de mecanismos alternativos de solución de controversias, sin lugar a dudas, ayudará a la descarga de trabajo de los órganos jurisdiccionales y a concentrar su actividad en los asuntos que afectan gravemente el orden público, promover una cultura de la negociación de los conflictos generados en el orden penal y un ahorro de los llamados costos de transacción. Es importante mencionar que algunas Entidades Federativas ya cuentan con ordenamientos jurídicos que regulan algunos mecanismos alternativos de solución de controversias y con instituciones que llevan a cabo los procedimientos respectivos, aunque no son uniformes en cuanto a la reglamentación de los tipos de mecanismos y a los casos en los que se aplican. 

Esta implementación de mecanismos alternativos implicará la creación de las instituciones o centros, ya sea en cada distrito judicial o en cada región que se determine de acuerdo con las particularidades de cada Estado, que llevarán a cabo los procedimientos correspondientes; la necesidad de contar con el personal necesario para realizar esas tareas de solución alternativa, el cual requerirá de la capacitación adecuada para poder cumplir con las funciones que se le otorgue en ese sentido; así como la construcción de la infraestructura o la adaptación de la existente y su equipamiento en donde se llevarán tales procedimientos alternativos. 

En cuanto al nuevo sistema de reinserción social, se requieren las asignaciones presupuestales correspondientes, para establecer la infraestructura necesaria de acuerdo con la reforma constitucional, considerando que el nuevo sistema deberá laborar en los rubros de la salud, el deporte, además del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación, como medios para lograr la reintegración de los sentenciados a la sociedad.

De igual forma, las entidades federativas deberán contar con centros penitenciarios especiales o de alta seguridad para recluir a los sentenciados que requieran mediadas especiales de seguridad, incluso de aquellos reos que sean sentenciados por diversa jurisdicción por delincuencia organizada, derivado de los convenios que se celebren con la Federación.

Consecuentemente las dos rutas críticas de la  implementación de las reformas constitucionales (instrumentación legislativa e instrumentación operativa) tendrá un costo o necesidad presupuestal, mismo que sólo podrá establecerse en forma objetiva a partir de la elaboración de un diagnóstico integral que determine lo que se tiene, lo que se obligará a adecuar o cambiar y lo que se deberá  crear, tomando como base los requerimientos exigidos por la propia Reforma Constitucional, haciendo hincapié en los rubros mencionados en el presente documento. Dicho diagnóstico demanda, además, para su realización, un tiempo determinado y el costo necesario que las entidades federativas debemos dar a conocer a la Federación para que, con su apoyo correspondiente, implementemos la Reforma Constitucional.

[image: image11.emf]
PROPUESTA DE MODELO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE 
SEGURIDAD PÚBLICA Y JUSTICIA PENAL
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TEMARIO PROPUESTO EN LA CONAGO, 
CON RESPECTO A LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES EN 

MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA Y JUSTICIA PENAL

· Análisis de derecho comparado

· Ruta Crítica para la puesta en marcha de las reformas constitucionales. 
(Pasos a seguir ¿Cómo? y ¿Cuándo? 

· Impactos a nivel de capacitación 
( en los niveles policial, personal ministerial, judicial, universitario, etc.).

· Impactos en equipamiento y materiales de trabajo. 
(policial, pericial, etc.).

· Impactos en estructuras arquitectónicas
 (Diseños, costos, etc.)

· Impactos presupuestales de la implementación
REFORMA CONSTITUCIONAL EN SEGURIDAD PÚBLICA Y JUSTICIA PENAL
El Congreso de la Unión aprobó el Proyecto de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materias de justicia penal y seguridad pública, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio del 2008. 
DISPOSICIÓN CONSTITUCIONAL  PARA QUE LA REFORMA TENGA PLENA APLICACIÓN EN LOS ESTADOS (VACATIO LEGIS). “Transitorio Segundo”.

“El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este Decreto” 
¿QUÉ DEBEMOS HACER PARA QUE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA EN LOS ESTADOS RESULTE EXITOSA?
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PROPUESTA DE MODELO A DESARROLLAR PARA IMPLEMENTAR EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y LOS JUICIOS ORALES EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

ÁREAS QUE COMPRENDERÁ EL DIAGNÓSTICO INTEGRAL
I    Legislativo

      A.  Análisis documental de la reforma

      B. Revisión de los avances de la reforma en los Estados

II   Capacitación:

      A. Diagnostico de necesidades

      B.-Diseño de la capacitación- personal, perfiles, funciones

      C.-Implementación de la Capacitación 

III   Infraestructura:

      A. Evaluación de Instalaciones

      B. Requerimientos de construcción  y/o adaptación

IV  Equipamiento

      A. Inventarios diversos

      B. Listado de requerimientos

Una vez realizado el diagnóstico integral, elaboración de un documento base donde se especifiquen los requerimientos presupuestales para la implementación las reformas por Entidad Federativa.  

REQUERIMIENTOS PARA LA ELABORACIÓN DEL DIAGNÓSTICO INTEGRAL





DIAGNÓSTICO LEGISLATIVO
Guión para la elaboración del  diagnóstico legislativo 

      I.  Análisis documental de la reforma 


 a.-Legislación nacional

 b.- Legislación internacional
      II. Revisión de los avances legislativos en los estados


a.- Sistema Procesal Penal Acusatorio
         b.- Juicios orales 
OBTENCIÓN DE INFORMACIÓN PARA LA ELABORACIÓN DEL DIAGNÓSTICO LEGISLATIVO
	INFORMACIÓN A OBTENER
	DISEÑO PARA LA OBTENCIÓN Y REGISTRO DE INFORMACIÓN

	Identificación de cambios contenidos en la reforma constitucional en materia de procuración e impartición de justicia
	Revisión y registro de información documental mediante 

Observación aplicada

Análisis documental

	Avances y experiencias legislativas en la legislación sustantiva y procesal en las entidades federativas
	 Entrevistas

Aplicación de cuestionarios 

Codificación de información

Observación aplicada

	Avances y experiencias legislativas en Derecho Comparado
	Revisión y registro de información documental mediante 

Observación aplicada

Análisis documental



EXPERIENCIAS DE IMPLEMENTACIÓN DEL MODELO PROCESAL PENAL 
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DIAGNÓSTICO DE CAPACITACIÓN
GUIÓN PARA LA ELABORACIÓN DEL DIAGNÓSTICO DE CAPACITACIÓN:
I   Detección de necesidades de capacitación

II  Normatividad para la acreditación  de la capacitación

III Diseño de la capacitación

METODOLOGÍA PARA ELABORAR DIAGNÓSTICO DE CAPACITACIÓN
1.-Obtención de información para elaboración de diagnóstico, mediante técnicas de investigación documental y de campo

2.-Registro y  análisis de la información obtenida

3.- Presentación de resultados,( elaboración de diagnóstico de capacitación)

4.-Presupuesto requerido para la implementación de capacitación.

ELEMENTOS PARA EL DISEÑO DEL DIAGNÓSTICO DE CAPACITACIÓN
	REQUERIMIENTOS PARA EL DIAGNÓSTICO
	INFORMACIÓN A OBTENER
	HERRAMIENTAS PARA LA OBTENCIÓN Y REGISTRO DE INFORMACIÓN

	Detección de necesidades

 de capacitación
	·  Número de personas a capacitar

·  Funciones 
	Solicitud a los departamentos correspondientes de la institución

Elaboración de matriz para registro de saberes y destrezas

	Identificación de contenidos de capacitación
	·  Programas de capacitación actuales

·  Metodología de la capacitación actual

·  Perfil del capacitador actual
	Revisión y registro de información documental mediante 

observación aplicada

análisis documental

	Identificación de lugares y sedes para la capacitación
	· Lugares y centros de capacitación

·  Condiciones de infraestructura 

·  Equipamiento
	Observación aplicada

Revisión y registro de información documental


IDENTIFICACIÓN DEL PERSONAL A CAPACITAR
PODER EJECUTIVO

I.   Policía preventiva municipal

II.  Policía Investigadora estatal

III. Personal pericial

IV. Personal ministerial

           A.   Agentes del ministerio público

           B.  Secretarios de acuerdos

PODER JUDICIAL

I. Magistrados

II. Jueces

III.  Secretarios de acuerdos  y/o Proyectistas

IV. Personal administrativo
REQUERIMIENTOS PARA EL DISEÑO DEL MODELO DE CAPACITACIÓN
	REQUERIMIENTOS PARA LA CAPACITACIÓN
	ACTIVIDADES A REALIZAR
	METODOLOGÍA

	Determinar los nuevos perfiles  de la población a capacitar

Determinar el nuevo perfil  de los  capacitadores
	Definición de  competencias para la población meta

Determinación de

procedimientos para

el desarrollo de las

actividades inherentes a la

procuración de justicia
	Elaboración de matriz de funciones y destrezas



	Elección de la metodología para la capacitación
	Selección del modelo de enseñanza y de  instrumentos para la evaluación y seguimiento del aprendizaje
	Observación aplicada

Revisión y Registro de información documental

	Diseño del mapa curricular (contenidos y programas)
	Inclusión de los saberes y destrezas exigidos por la reforma

Identificación del número de cursos necesarios (presenciales y grupales)
	Elaboración de los programas  y diseño de los módulos de capacitación

Elaboración de los manuales de capacitación para facilitadores y participantes

	Periodicidad de capacitación
	Análisis de los

Requerimientos de la institución y

Resultados del diagnóstico
	Elaboración  de calendario de

capacitación


CAPACITACIÓN REQUERIDA POR EL NUEVO PARADIGMA PENAL
IMPLICA UNA TRANSFORMACIÓN DE ORIENTACIONES Y PRÁCTICAS EN LAS QUE SE HA VENIDO IMPLEMENTANDO LA CAPACITACIÓN
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PARA LOS ESTADOS QUE YA SE ENCUENTRAN IMPLEMENTANDO EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO CONFORME A LA REFORMA, SE SUGIEREN  LOS SIGUIENTES REACTIVOS  PARA ELABORAR UN DIAGNÓSTICO ACTUALIZADO 
1.- ¿En qué etapa  se encuentra  la implementación?

a) Etapa de prueba o piloto

b) En avance medio

c) Como práctica establecida

2.- ¿Se capacita  personal de los poderes ejecutivo y judicial involucrados?

3.- ¿Existen manuales de capacitación elaborados?

4,-¿Qué resultados arroja esta práctica, en términos de impartición de justicia?

5.- Recomendaciones  de  quienes  se  encuentran  desarrollando  los procedimientos  judiciales  por  medio de juicios orales e instrumentando el sistema procesal penal acusatorio

EN LOS ESTADOS QUE AUN NO HAN INICIADO LA IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL SE SUGIERE:
La implementación de esta propuesta de modelo de diagnóstico y capacitación, adecuado a sus necesidades específicas

PROPUESTA SOBRE CALENDARIO DE TRABAJO
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Experiencias de implementación legislativa y operativa a nivel internacional
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De un enfoque de capacitación centrado en el maestro (Teórico)





A un sistema centrado en el aprendizaje del estudiante  �(teórico-práctico)





Estados que aun no han iniciado la implementación de la Reforma Constitucional





Estados que ya implementaron los juicios orales





NIVELES DEL DIAGNÓSTICO POR ENTIDAD FEDERATIVA










